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DICTAMEN Nº: 159/2007
TÍTULO: Consulta 139/2007 del proyecto de Decreto sobre el régimen jurídico de las viviendas de protección pública y las medidas financieras en materia de vivienda y suelo.
ANTECEDENTES

1. Por Orden de 3 de octubre de 2007, del Consejero de Vivienda y Asuntos Sociales, se somete a dictamen de la Comisión Jurídica Asesora el proyecto de Decreto por el que se establece el régimen jurídico de las viviendas de protección pública y las medidas financieras en materia de vivienda y suelo.

2. A dicha Orden se acompaña el expediente en el que, junto al texto definitivo del proyecto, figuran los siguientes documentos relevantes:

a) Orden de 5 de marzo de 2007, del Consejero de Vivienda y Asuntos Sociales, por la que se inicia el expediente de elaboración del Decreto sobre régimen jurídico de las viviendas de protección pública y las medidas financieras en materia de vivienda y suelo.

b) Oficios de remisión del proyecto a las siguientes entidades: EUDEL, Federación de Consumidores de Euskadi, Banco Santander Central Hispano, Caja de Ahorros de Santander y Cantabria, Caixa Galicia, Banco Popular, Caja de Ahorros de Navarra, Federación de Cajas de Ahorros Vasco-Navarras, Banco Popular Español, Banco Vasconia, La Caixa, Caja Madrid, Caixa Catalunya, Banco Bilbao Bizkaia Argentaria, Ipar Kutxa Rural, Caja Laboral Popular, Bilbao Bizkaia Kutxa, Caja Vital Kutxa, Caja Burgos, Banco Gipuzkoano, Bankoa, Banesto, Kutxa, Banco Pastor, Caja Rural de Navarra, ASKONGI, Consejo Vasco para promoción de la Accesibilidad, Consejo de la Juventud de Euskadi, ASCOVI-BIEBA, UNECA, Colegio de Registradores del País Vasco, Colegio Notarial de Bilbao, Agencia Municipal de Renovación Urbana, ARABARRI, SURBISA, SURPOSA, BERUALA, Berriz Sociedad Urbana, S.A., Sestao Berri, S.A., Errazten, S.A., EHATZ-FEVAS, Eretza, S.A., Durango Eraikitzen, S.A., PARVISA, SURADESA, DEBEGESA, OARSOALDEA, Azkoitia Lantzen, S.A., ERRETENGIBEL, 

c) Informe Económico-Financiero de fecha 8 de marzo de 2007, de la Dirección de Planificación y Procesos Operativos de Vivienda.

d) Memoria Explicativa del proyecto de Decreto, de fecha 12 de abril de 2006, de la Dirección de Planificación y Procesos Operativos de Vivienda.

e) Orden de 12 de abril de 2007, del Consejero de Vivienda y Asuntos Sociales, por la que se aprueba el proyecto de Decreto sobre régimen jurídico de las viviendas de protección pública y las medidas financieras en materia de vivienda y suelo.

f) Texto del proyecto de Decreto.

g) Alegaciones presentadas por ERRETENGIBEL, la Federación de Cajas de Ahorros Vasco-Navarras, el Consejo de la Juventud de Euskadi, la Federación Vasca de Asociaciones a favor de las Personas con Discapacidad Intelectual, UNECA, Banco Pastor, EUDEL, ASCOBI, 

h) Nuevo texto del proyecto de Decreto en el que se incluyen algunas de las sugerencias realizadas por la Sociedad Urbanística ERRETENGIBEL.

i) Informe emitido por la Asesoría Jurídica de la Dirección de Servicios del Departamento de Viviendas y Asuntos Sociales, de fecha 21 de mayo de 2007.

j) Informe de la Dirección de la Oficina para la Modernización Administrativa, de fecha 22 de junio de 2007.

k) Nuevo texto del proyecto de Decreto, como consecuencia de haber atendido las sugerencias del informe de la Dirección de la Oficina para la Modernización Administrativa.

l) Informe de la Oficina de Control Económico, de fecha 30 de julio de 2007.

m) Texto definitivo del Decreto.

n) Informe de Impacto en Función del Género, de fecha 19 de mayo de 2007.

o) Informe de la Dirección de Planificación y Procesos Operativos de Vivienda, de fecha 25 de septiembre de 2007, en relación con las observaciones realizadas por la Oficina de Control Económico.

p) Informe Económico-Financiero complementario, de fecha 3 de octubre de 2007.

q) Informe emitido por Emakunde, de fecha 11 de octubre de 2007.

CONSIDERACIONES

I. Objeto y descripción del proyecto.

3. El proyecto de Decreto tiene por objeto, como expresa su título, regular el régimen jurídico de las viviendas de protección pública y las medidas financieras en materia de vivienda y del suelo.

4. La iniciativa examinada se justifica en la aprobación del nuevo Plan Director de Vivienda 2006-2009, aprobado por el Consejo de Gobierno en su sesión de 3 de octubre de 2006, para el que constituye un instrumento necesario para hacer posible la ejecución y aplicación de las previsiones del Plan, y en la necesidad de renovar la actual normativa en materia de vivienda de protección oficial a efectos de su adaptación a la Ley 2/2006, de 30 de junio, de Suelo y Urbanismo, (en adelante LSU), disposición que ha modificado sustancialmente las clases de viviendas protegidas.

5. El proyecto examinado consta de una parte expositiva, 46 artículos –divididos en VII capítulos-, 2 disposiciones adicionales, 3 disposiciones transitorias, 2 disposiciones derogatorias, 2 disposiciones finales y 3 anexos.

6. El capítulo I –régimen jurídico de las viviendas de protección pública (artículos 1 al 5)- señala el objeto de la norma y su ámbito de aplicación (artículo 1); establece la definición, tipos y clases de viviendas de protección pública, así como la obligación de ser destinadas a domicilio habitual, definiendo qué entiende la norma por domicilio habitual y permanente (artículo 2).

7. Según el artículo 3 las características técnicas de las viviendas de protección oficial se efectuará a través de las correspondientes Ordenanzas de diseño de las referidas viviendas. El artículo 4 determina los precios máximos de la vivienda de protección oficial, estableciéndose en el artículo 5 limitaciones en el precio del suelo y costes de urbanización.
8. El capítulo II se ocupa de la calificación de las viviendas de protección oficial (artículos 6 al 9), diferenciándose la calificación provisional de la definitiva (artículo 6); el artículo 7 se refiere a las solicitudes de calificación de las viviendas de protección oficial, el artículo 8 establece los extremos que deberán hacerse constar y el artículo 9 se refiere a la duración del régimen de protección oficial.

9. El capítulo III –régimen de acceso a las viviendas de protección pública (artículos 10 al 25)- indica que los procedimientos de adjudicación de las viviendas de protección pública se realizarán garantizando los principios de publicidad, concurrencia pública y transparencia, remitiendo a la correspondiente Orden del Consejero la determinación de los distintos procedimientos de adjudicación de las viviendas de protección pública (artículo 10).

10. El artículo 11 establece que la adjudicación de las viviendas de protección pública de regulación autonómica se realizará a través del Servicio Público de Adjudicación de Vivienda Protegida–Etxebide, y crea el Registro de Solicitantes de Vivienda (artículo 12).

11. El artículo 13 estipula que el acceso a las viviendas de protección pública de las personas físicas o de su unidad convivencial requerirá la previa acreditación de los requisitos, determinándose en el artículo 14 cómo se atribuirá la titularidad de los contratos y señalando reglas sobre el mantenimiento de la adjudicación en el supuesto de parejas de hecho que tras la adjudicación no mantengan la condición de pareja.

12. El artículo 15 sienta los requisitos necesarios para acceder a cualquier vivienda de protección pública y alojamientos dotacionales. El artículo 16 aclara qué se entiende por necesidad de vivienda. El artículo 17 regula el requisito del empadronamiento en la Comunidad Autónoma. 

13. Los artículos 18 a 22 regulan diversos aspectos relativos a ingresos, tales como topes máximos y mínimos, procedencia de los ingresos, personas a tener en cuenta como perceptoras de ingresos y periodo computable, estableciendo además los criterios o elementos que permitirán realizar la ponderación de los mismos.

14. El artículo 23 señala los requisitos para las cesiones de las viviendas de protección pública. El artículo 24 regula el visado de los documentos de transmisión inter vivos de las viviendas de protección oficial y sus anejos, así como de los contratos de arrendamiento referidas a las mismas, y el artículo 25 la entrega de cantidades a cuenta del precio.

15. El capítulo IV –función social del parque de viviendas de protección pública (artículos 26 al 29)- establece la obligación de enajenar las viviendas de protección pública a la Administración en el supuesto de compra posterior de una vivienda libre (artículo 26). El artículo 27 hace referencia a la constitución de derechos de superficie por parte de las Administraciones Públicas y sus organismos público. El artículo 28 se refiere a los itinerarios dentro del parque de vivienda de protección pública y, finalmente, el artículo 29 crea el Registro de Vivienda de Protección Pública y Alojamientos Rotacionales.

16. El capítulo V –promoción de viviendas de protección pública (artículos 30 al 35)- enumera los tipos de promoción, define la promoción concertada con promotores privados y establece los procedimientos de adjudicación, el contenido mínimo de las convocatorias públicas a realizar, la documentación que deberá incluirse en la propuesta y el plazo en el que se deberá dictar resolución de adjudicación, y, finalmente, regula la promoción concertada con sociedades públicas.

17. El capítulo VI –actuaciones en materia de suelo (artículos 36 a 40)- determina los supuestos en los que se llevará a efecto el derecho de realojo por la Administración de la Comunidad Autónoma, las personas beneficiarias del derecho a realojo, los criterios que deberán tenerse en cuenta para el realojo (siendo diferentes para las personas que venían ocupando la vivienda en régimen de arrendamiento y para aquellas cuyo régimen de tenencia de la vivienda era la propiedad), el procedimiento de realojo y el precio máximo de las viviendas y anejos en el realojo.

18. El capitulo VII –medidas financieras (artículos 41 al 46)- detalla las actuaciones protegibles y los tipos de medidas financieras (préstamos cualificados, descuento bancario de certificaciones de obra, subvenciones a fondo perdido y subsidiación total o parcial de tipos de intereses), y, finalmente, establece limitaciones de disposición de las viviendas y locales que hayan sido objeto de ayudas económicas directas para su compra o rehabilitación. 

19. La disposición adicional primera contempla la descalificación de viviendas libres que hayan sido calificadas como resultado de actuaciones protegidas de rehabilitación o adquisición.

20. La disposición adicional segunda declara la obligación de los Ayuntamientos de la Comunidad Autónoma del País Vasco de presentar ante la Delegación Territorial correspondiente copia de los contratos de compraventa de vivienda tasada municipal que se suscriban a efectos de dar cumplimiento a lo previsto en la disposición adicional octava de la LSU.

21.  Respecto a las disposiciones transitorias, la primera recoge los supuestos de aplicación de la normativa anterior. La segunda hace referencia al plazo de duración del régimen legal de las viviendas de protección oficial previsto en disposiciones anteriores. La tercera extiende la aplicación del derecho de realojo a todos aquellos expedientes de expropiación forzosa en los que no se haya iniciado el trámite de información pública de la relación de bienes y derechos afectados. Y la cuarta viene a establecer que en aquellos procedimientos cuyas Ordenes de Inicio se publiquen tras la entrada en vigor de la norma, el periodo computable a efectos de lo previsto en el artículo 21.2.a) será el ejercicio fiscal 2005.

22. La disposición derogatoria primera deroga el Decreto 315/2002, de 30 de diciembre, y cualquier otra disposición de igual o inferir rango que se oponga a lo establecido en el proyecto de Decreto, así como la Orden de 30 de diciembre de 2002, sobre medidas financieras en materia de suelo y urbanizaciones. 
23. La disposición derogatoria segunda declara la vigencia de diversas órdenes del Consejero de Vivienda y Asuntos Sociales en tanto no contradigan lo dispuesto en el proyecto.

24. La disposición final primera habilita al Consejero de Vivienda para el dictado de las disposiciones necesarias para el desarrollo de la norma y finalmente la disposición final segunda señala su entrada en vigor.

25. Los Anexos I, II y III recogen, respectivamente, las cláusulas que deben incluirse en los contratos de compraventa de viviendas de protección pública, en primera, segundas y posteriores transmisiones, y la correspondiente autorización que debe otorgarse a la Administración de la CAPV para incluir y solicitar datos personales a otras entidades públicas a efectos de verificar los requisitos de acceso a la vivienda protegida.

II. Intervención de la comisión.

26. Este Dictamen se emite de conformidad con el artículo 3.1 c) de la Ley 9/2004, de 24 de noviembre, de la Comisión Jurídica Asesora de Euskadi, por cuanto el proyecto de Decreto proclama ser parcial desarrollo de la Ley 2/2006, de 30 de junio, de Suelo y Urbanismo de la Comunidad Autónoma del País Vasco (LSU).

III. Elaboración y tramitación del proyecto.

27. Resulta de aplicación la Ley 8/2003, de 22 de diciembre, del procedimiento de elaboración de las disposiciones de carácter general (en adelante, LPEDG).

28. En cumplimiento de dicha Ley (artículos 5 y 7) se ha dictado la Orden de inicio, así como la de aprobación previa, como trámites a cuyo través se delimitan, en primer término, los objetivos, finalidad y alcance de la concreta iniciativa normativa que se pretende elaborar y, en segundo, el texto articulado que será sometido al examen de quienes deben ser llamados a expresar su opinión sobre el mismo, facilitando así la realización de los trámites que resulten preceptivos.

29. El expediente remitido incluye Informe Económico-Financiero, que ha sido posteriormente complementado, en el que se analiza el efecto presupuestario del proyecto, entendiéndose éste como un desarrollo normativo del Plan Director de Vivienda 2006-2009, aprobado por el Consejo de Gobierno en su sesión de 3 de octubre de 2006.

30. El citado informe incluye una aproximación de los costes derivados de las actuaciones que debe llevar a cabo el Departamento de Vivienda y Asuntos Sociales vinculadas al Plan Director de Vivienda, señalando que existen fondos presupuestarios suficientes y adecuados para la cobertura de dichas actuaciones. 

31. No obstante lo anterior, la Comisión entiende que la futura norma tendrá cierta incidencia económica para sus destinatarios, ya que impone obligaciones susceptibles de ser evaluadas económicamente. Así, su cumplimiento requerirá la implantación, por parte de las administraciones implicadas, de unos mecanismos de evaluación que tendrán un coste; y obligaciones para los particulares, que también pudieran tener relevancia económica.

32. Sin embargo, estima también que la documentación obrante en el expediente no llega a determinar el verdadero alcance económico que la aplicación de la norma generará en sus destinatarios, aspecto que debe constar en el expediente, de acuerdo con el artículo 10.3 de la LPEDG.

33. En orden al trámite de audiencia que se prevé en el artículo 8 de la LPEDG, cabe señalar que se ha realizado con carácter previo a la aprobación del proyecto.

34. Ahora bien, de acuerdo con la doctrina de la Comisión que aboga por un entendimiento material del procedimiento de elaboración, el procedimiento permite constatar que la iniciativa ha sido puesta en conocimiento de cuantos sectores pueden resultar afectados por la misma, permitiendo que expresen su opinión sobre el proyecto. 

35. Algunas de las entidades y organismos consultados han presentado observaciones que han sido objeto de análisis y valoración, modificando los contenidos del proyecto cuando razonadamente lo ha considerado oportuno el órgano proponente.

36. Por lo que cabe considerar que la audiencia ha cumplido su primordial función de contribuir al mejor acierto de la futura regulación, al introducir en el procedimiento la posibilidad de ponderar los intereses afectados por la regulación proyectada.

37. Y en lo referido al trámite de participación y consulta a otras Administraciones, artículo 9 de la LPEDG, se ha dado traslado del proyecto a EUDEL, asociación de municipios más representativa de la CAPV, al tener las administraciones municipales competencia en materia de vivienda.

38. No obstante, cabe reprochar al órgano proponente de la norma que no atendiera la petición realizada por la citada Asociación de Municipios que, tras recibir el proyecto, solicitó la ampliación del plazo de alegaciones, ante la imposibilidad de realizarlas en el plazo otorgado, así como por la próxima convocatoria de las elecciones locales, por considerar que el tema de la vivienda precisa ser estudiado en detalle para abordar la conexión del régimen jurídico propuesto en materia de vivienda con las políticas locales del suelo y urbanismo, siguiendo las directrices de la LSU.

39. Consideración que compartimos en la medida en que la norma regula aspectos del régimen jurídico de la vivienda de protección oficial que van afectar a las viviendas tasadas municipales de régimen especial, tales como la determinación del precio máximo de la vivienda de protección oficial y determinación de ingresos máximos de los beneficiarios, de acuerdo con lo establecido en el apartado 6º de la disposición adicional octava de la LSU, o cuando regula aspectos aplicables a todas las viviendas de protección pública, en la medida en que las mismas deriven de actuaciones previstas en el Plan Director de Vivienda 2006-2009.

40. Sin olvidar que la norma, además de pretender imponer obligaciones a los Ayuntamientos, en la medida en que deberán facilitar a la Administración autonómica información de los contratos de compraventa de vivienda tasada municipal, posibilita su aplicación con carácter supletorio en aquellos municipios que no tengan establecido mediante la correspondiente ordenanza local el régimen de las viviendas tasadas municipales, resultando en consecuencia las entidades municipales interesadas directas a los efectos de lo dispuesto en el artículo 9 de la LPEDG.

41. Obran, por otra parte, los informes de la Dirección de la Oficina para la Modernización Administrativa y de la Dirección de la Oficina de Control Económico que han sido valorados por el Departamento promotor del proyecto y cuyo contenido ha motivado la introducción de cambios en la propuesta inicial. 

42. Consta también el informe jurídico elaborado por el Departamento proponente que exige el artículo 7.3 de la LPEDG, informe que analiza los aspectos competenciales y efectúa un examen de su articulado, así como de las novedades que introduce respecto a la normativa en vigor, concluyendo con una opinión favorable a la iniciativa.

43. Se ha elaborado el Informe de Impacto en Función del Género, de acuerdo con las directrices para su realización aprobadas por el Consejo de Gobierno en su sesión de 13 de febrero de 2007, así como el informe de Emakunde-Instituto Vasco de la Mujer a que se refiere el artículo 21 de la Ley 4/2005, de 18 de febrero, para la Igualdad de Mujeres y Hombres, que ha formulado algunas observaciones.

44. Por último, estimamos que a pesar de que la documentación obrante en el expediente pudiera dar por cumplido materialmente el trámite que prevé el artículo 10.2 de la LPEDG, debe incluirse en el expediente, previamente a su aprobación por el Consejo de Gobierno, la memoria conclusiva formal que prevé dicho artículo.

IV. Titulo competencial.

45. EL artículo 10.31 de nuestro Estatuto de Autonomía atribuye a esta Comunidad Autónoma del País Vasco la competencia exclusiva en materia de Ordenación del Territorio y del Litoral, Urbanismo y Vivienda.

46. En materia de vivienda confluyen junto a la competencia autonómica títulos competenciales que dan cobertura a la intervención estatal en el sector mencionado, artículo 149.1.11ª CE –bases de la ordenación del crédito- y artículo 149.1.13ª CE –bases y coordinación de la planificación general de la actividad económica-, habiéndose establecido por el Tribunal Constitucional (TC) a través de numerosas sentencias los criterios generales delimitadores sobre aspectos tales como el carácter exclusivo de una determinada competencia o el equilibrio de las relaciones interinstitucionales cuando concurren diversas competencias sobre una misma materia.

47. Sobre las bases de las consideraciones generales que preceden, la STC 152/1988, de 20 de julio, que resuelve el conflicto de competencias planteado entre el correspondiente título competencial específico de esta Comunidad Autónoma sobre el subsector de la vivienda (arts. 10.31 E.A.P.V. y 148.1.3. CE) y el título competencial genérico que determina la competencia estatal sobre la planificación y coordinación de la actividad económica y las bases de ordenación del crédito (art. 149.1.11ª y 13ª CE), a efectos de determinar la titularidad de las competencias sobre financiación de actuaciones protegibles en materia de vivienda, el Tribunal Constitucional declara:

“el carácter indiscutible de la titularidad de la Comunidad Autónoma del País Vasco de la competencia en materia de vivienda, que faculta a ésta para desarrollar una política propia en la materia, incluido el fomento y promoción de la construcción de viviendas, que es, en buena medida, el tipo de actuaciones públicas mediante las que se concreta el desarrollo de aquella política, … lo que no obsta para que tal competencia se halle limitada por la competencia estatal derivada del artículo 149.1.11ª y 13ª de la Constitución, en base a la cual tienen cobijo aquellas normas estatales que fijan las líneas directrices y los criterios globales de ordenación de sectores económicos concretos, aplicables al sector de la vivienda y en particular la actividad promocionable, siendo por otra parte evidente que dada la movilización de recursos financieros públicos y privados que tal actividad conlleva, ésta no puede abstraerse de las competencias estatales sobre las bases de ordenación del crédito”.

48. Y continua señalando que “habida cuenta de la competencia general del País Vasco en materia de vivienda, la posibilidad del Estado de incidir sobre la misma, mediante una regulación propia, se ciñe a aquellos extremos que puedan entenderse comprendidos en las bases y coordinación de la planificación económica y ordenación del crédito”.
49. Ello no impide, en consecuencia, a la CAPV diseñar su propia política de vivienda e instaurar un régimen jurídico a las viviendas de protección pública, adecuado a los fines y necesidades de dicha política que, junto a su dimensión económica, debe tener un señalado acento social, en atención al principio rector que establece el art. 47 de la Norma fundamental, precepto que establece un mandato o directriz constitucional que ha de informar la actuación de todos los poderes públicos (art. 53 CE) en el ejercicio de sus respectivas competencias. 

V. Marco Normativo.

50. El marco normativo que debemos tener en cuanta para examinar el contenido de la norma objeto de consulta se halla disperso en las siguientes disposiciones legales.

51. La Ley 7/1988, de 15 de abril, de derecho preferente de adquisición en las transmisiones de vivienda de protección oficial a favor de la Administración de la Comunidad Autónoma de Euskadi, norma que vino a establecer el derecho de tanteo y retracto a favor de la Administración y la consiguiente obligación de los notarios y registradores de denegar en el ejercicio de sus facultades la formalización e inscripción de documentos cuando no se acredite la notificación de la transmisión a efectos de ejercitar el derecho de tanteo.

52. La Ley 2/2006, de 30 de junio, de Suelo y Urbanismo (LSU), que en materia de política de vivienda establece un nuevo marco, previa extensión general de la obligación de los municipios de reservar suelo para uso residencial de carácter protegido, subordinando al interés público la ordenación urbanística que habrá de garantizar el derecho de todas las personas a acceder a una vivienda digna y adecuada a sus necesidades; así como estableciendo la obligación de las administraciones públicas de planificar, programar y destinar suelo para la construcción de viviendas sometidas a algún régimen de protección pública y con destino a alojamientos para atender a las necesidades de la sociedad (art. 4). 

53. Al mismo tiempo extiende aspectos del régimen jurídico de la vivienda de protección oficial hacia otras figuras municipales de viviendas protegidas, configurando así un marco jurídico de protección pública frente al tradicional marco jurídico exclusivo de protección oficial.

54. Es en su disposición adicional octava donde se establece un nuevo marco de la vivienda de protección pública, denominación que introduce la citada norma, creando nuevas tipologías de viviendas al establecer que son viviendas de protección pública: (I) las viviendas de protección oficial, (II) las viviendas tasadas municipales, y (III) otras que la legislación específica pueda determinar. E incluye dentro de las viviendas de protección oficial (VPO): las viviendas de protección de régimen general, las viviendas de protección de régimen especial o viviendas sociales y las de régimen tasado de regulación autonómica.
55. En esa disposición se establece que las características y, en general, el régimen jurídico de las viviendas de protección oficial de régimen tasado (VPOT) serán las propias de las actuales viviendas de protección oficial de régimen general, hasta tanto no se promulgue la legislación propia en materia de vivienda de protección oficial o las disposiciones reglamentarias que las regulen.

56. Igualmente establece que a los efectos de la LSU, tendrán la consideración de viviendas tasadas municipales (VTM) las que los Ayuntamientos decidan establecer mediante la promulgación de la correspondiente ordenanza local que regule su régimen de protección pública. Ordenanza en la que se deberá establecer, entre otros aspectos, las características de la vivienda y sus anejos; los regimenes de protección municipal que establezcan y en su caso las modalidades del régimen general y del régimen especial; destinatarios y procedimiento para su adjudicación.

57. La LSU en su disposición adicional octava establece precios máximos de venta de las viviendas de protección oficial de régimen tasado y de aquellas viviendas tasadas municipales de régimen especial que computen en el cumplimiento de los estándares establecidos como mínimos en su art. 80, que no podrán superar 1,70 veces el precio máximo de las viviendas de protección oficial de régimen general. Asimismo, la citada disposición determina que, hasta tanto no se modifique por disposición reglamentaria, los ingresos máximos de los beneficiarios de estas viviendas no podrán ser superiores al índice de 1,3 respecto a los ingresos máximos vigentes para acceder a las viviendas de protección oficial de régimen general.

58. Junto a los aspectos anteriores, en la misma disposición adicional octava se establece la sujeción de todas las viviendas acogidas a cualquier régimen de protección pública a la calificación permanente de viviendas protegidas, así como la posibilidad de que la Administración de la CAPV ejercite el derecho de tanteo y retracto en los supuestos en los que no es ejercitado por la Administración actuante.

59. Al mismo tiempo, la nueva LSU prevé en su disposición adicional cuarta dos causas que legitiman la expropiación de viviendas sometidas a algún régimen de protección publica: (i) cuando sin causa justificada permanezcan sin uso residencial por más de un año ininterrumpido; o (ii) la utilización de la misma para fines distintos al de domicilio del titular sin contar con la previa y preceptiva autorización del Departamento del Gobierno Vasco competente en materia de vivienda, o del Ayuntamiento, según corresponda.

60. La misma LSU regula aspectos que, sin afectar directamente al régimen jurídico de la vivienda de protección pública tratan de promover la construcción de las citadas viviendas, aspecto que el proyecto recoge como la posible enajenación directa de bienes que formen parte de patrimonios públicos, entre otros supuestos, cuando los peticionarios sean entidades de carácter asistencial o social sin ánimo de lucro, tales como fundaciones, mutualidades, cooperativas y otras que promuevan la construcción de viviendas sometidas a algún régimen de protección pública, así como en el supuesto de construcción de viviendas sometidas a algún régimen de protección pública promovidas por organismos públicos o sus entes instrumentales, cuando dicha actividad constituya su objeto (art. 117 LSU).

61. Otro de los aspectos que, regulados en la disposición adicional segunda de la LSU y sin incidencia directa en el régimen jurídico de las viviendas de protección pública, se desarrolla en el proyecto que examinamos es el “derecho de realojo”, en aquellas actuaciones urbanísticas realizadas por la Administración de la CAPV como organismo expropiante, como beneficiaria de la expropiación, como Administración actuante o cuando en virtud de Convenio suscrito le corresponda materializar el derecho de realojo.

62. Esta misma norma establece la obligación de reservar suelo con destino a la creación de alojamientos dotacionales (art. 17), nueva tipología residencial creada por la LSU, que serán objeto de las ayudas públicas establecidas por la normativa sectorial en materia de vivienda para su promoción y construcción (disposición adicional novena).

63. Junto a las disposiciones anteriores tendremos en cuenta el Texto Refundido de 12 de noviembre de 1976 de la legislación de Viviendas de Protección Oficial, aprobado por el Real Decreto 2960/1976, de 12 de noviembre, el Decreto 2114/1968, de 24 de julio, por el que se aprueba el Reglamento para la aplicación del Texto Refundido, el Real Decreto–Ley 31/1978, de 31 de octubre, sobre Política de Vivienda de Protección Oficial, el Real Decreto 3148/1978, de 10 de noviembre, por el que se desarrolla el Real Decreto–Ley anterior.

64. En materia de subvenciones hay que considerar lo dispuesto en el Decreto Legislativo 1/1997, de 11 de noviembre, por el que se aprueba el Texto Refundido de la Ley de Principios Ordenadores de la Hacienda General del País Vasco.

65. Y, en lo que el proyecto tiene de regulación de procedimiento administrativo, es decir, en cuanto se refiere a la actuación de los órganos administrativos en la producción de actos, resulta ser marco a tener en cuenta la Ley 30/1992, de 26 de noviembre, de Régimen Jurídico de las Administraciones Públicas y del Procedimiento Administrativo Común (en adelante LRJPAC).

VI. Competencias de los municipios.

66. El Tribunal Constitucional ha expuesto que la autonomía municipal, tal y como se reconoce en los artículos 137 y 140 de la Constitución, goza de una garantía institucional con un contenido mínimo que el legislador debe respetar (STC 84/1982); más allá de este contenido mínimo, la autonomía local es un concepto jurídico de contenido legal, que permite, por tanto, configuraciones diversas, válidas en cuanto respeten dicha garantía institucional.

67. Ha de partirse, pues, con el límite indicado de la configuración legal de la autonomía local (STC 46/1992, de 2 de abril; FJ 2), teniendo en cuenta que la jurisprudencia constitucional tiene dicho que esa garantía institucional supone el “derecho de la comunidad local a participar a través de órganos propios en el gobierno y administración de cuantos asuntos le atañen, graduándose la intensidad de esta participación en función de la relación existente entre los intereses locales y supralocales dentro de tales asuntos o materias” (STC 32/1981, FJ 2).

68. Es para el ejercicio de esa participación en el gobierno y administración de cuanto les atañe, para el que los órganos representativos de la comunidad local han de estar dotados de las potestades sin las que ninguna actuación autonómica es posible (STC 32/1981, FJ 2).

69. Deben, por tanto, observarse las normas básicas del Estado que han dotado de un contenido inatacable a la autonomía municipal, sin que ello este reñido con un margen de configuración normativa que permite que las disposiciones de la Comunidad Autónoma vengan a plasmar opciones propias de política legislativa en el espacio que permite ese marco de referencia que deriva de la Constitución, de los Estatutos y de las disposiciones básicas.

70. La Ley 5/1985, de 2 de abril, de Bases de Régimen Local (en adelantes, LBRL) establece en su artículo 25. 2 d) la competencia de los municipios en materia de “promoción y gestión de viviendas”, cuyo ejercicio debe realizarse en los términos de la legislación autonómica o estatal en virtud del deslinde competencial que resulte del bloque de constitucionalidad en la correspondiente materia.

71. En el ámbito de la CAPV ha sido la nueva LSU, como hemos indicado en el título anterior, la que ha establecido un nuevo marco jurídico de las viviendas de protección pública, entre las que se encuentran incluidas las viviendas tasadas municipales, regulándose aspectos que afectan a las mismas sin perjuicio del reconocimiento que la propia norma hace a los ayuntamientos de regular mediante la correspondiente ordenanza local determinados aspectos de su régimen de protección pública.

72. Por lo que podemos concluir que, contrastado el proyecto con el contenido de la norma autonómica, el mismo respeta las competencias de los municipios en materia de vivienda, al desarrollar únicamente aspectos para los que cuenta con habilitación legal en la norma autonómica.

VII. Consideraciones sobre el derecho a la vivienda.

73. La vivienda constituye un marco o dimensión espacial de carácter primario e imprescindible para la vida personal y social del individuo, y, en particular, para el desarrollo de la vida familiar.

74. Pero junto a su dimensión social, la vivienda presenta una vertiente económica, en cuanto bien económico de alto coste de producción que influye decisivamente en la efectividad de su disfrute real por parte de todos los ciudadanos y afecta o comprende la acción de los poderes públicos en su garantía.

75. Ello da lugar a que los poderes públicos, para satisfacer las necesidades de vivienda como derecho constitucional, establezcan múltiples estrategias y su contemplación en el marco de la política económica general, por lo que analizaremos únicamente aquellos aspectos que, recogidos en el texto constitucional, determinan las vías que se ofrece a los poderes públicos para atender a la satisfacción de este derecho, teniendo en cuenta los presupuestos objetivos, subjetivos e instrumentales que la Constitución explícita o implícitamente delimita.

76. Para ello debemos comenzar determinando el alcance del principio de igualdad en la determinación de los beneficiarios del derecho a la vivienda, al extender el artículo 47 el reconocimiento del derecho a la vivienda a “todos los españoles”.

77. La primera cuestión que plantea la generalidad de su reconocimiento es valorar el alcance que, en este particular ámbito, puede jugar el principio de igualdad previsto en el artículo 9 CE –“corresponde a los poderes públicos promover las condiciones para que la libertad y la igualdad del individuo y de los grupos en que se integran sean reales y efectivas”- y lo cierto es que el principio de igualdad no puede entenderse en sentido mecanicista o formalista sino atendiendo a su valoración real y material, en el sentido de un tratamiento singular de las situaciones análogas y una diferenciación ante las situaciones diferentes.

78. La vivienda, efectivamente, es una necesidad social, común a todos los ciudadanos. Mientras un sector, más o menos amplio, puede satisfacer dicha necesidad en función de su nivel de ingresos o renta, otros sectores, por el contrario, carecen de los recursos para alcanzarla. En consecuencia, los poderes públicos, a través de sus actuaciones normativas o administrativas, deberán atender en especial a estos sectores para que alcancen las condiciones necesarias para la efectividad real de este derecho. 

79. La propia Constitución acota dos sectores sociales a los que otorga una protección especial: los ciudadanos de la tercera edad (art. 50 CE), para los cuales la necesidad de vivienda es objeto o contenido del sistema de “servicios sociales” a ellos destinados, y asimismo, los disminuidos físicos, sensoriales y psíquicos, “a los que prestarán la atención que requieran y los ampararán especialmente para el disfrute de los derechos que este Título otorga a todos los ciudadanos” (art. 49 CE), entre los que específicamente figura el derecho a la vivienda.

80. Al mismo tiempo, y dado el carácter de necesidad social de la vivienda –cuyo disfrute depende en gran medida del nivel de rentas de los ciudadanos-, una interpretación progresiva de la Constitución permite considerar que los beneficiarios no se reducen a los especificados en la misma, debiendo incluirse en los mismos a la familia como grupo social –“los poderes públicos asegurarán la protección social, económica y jurídica de la familia” (art. 39 CE)-, y como sector social a los trabajadores, en cuanto el artículo 35 CE prescribe que la renta del trabajo o salario debe ser “suficiente para satisfacer sus necesidades y las de su familia”.

81. A los sectores señalados en la Constitución se deben añadir los colectivos que han sido definitivos por normativa sectorial, tal y como se establece en el artículo 59 de la Ley 4/2005, para la Igualdad de Mujeres y Hombres, disposición que prevé que, en función de su situación socioeconómica y del resto de las condiciones que se determinen reglamentariamente, las administraciones públicas vascas competentes darán un trato preferente en la adjudicación de viviendas financiadas con fondos públicos a las personas que hayan tenido que abandonar sus hogares como consecuencia de sufrir maltrato doméstico.

82. Y con relación a las victimas del terrorismo en el ámbito de la CAPV es en el Decreto 214/2002, de 24 de septiembre, en el que se regulan diversas ayudas en materia de vivienda con la finalidad de otorgarles una protección especial.

83. Estos parámetros constitucionales y legales deberán ser tenidos en cuenta por los poderes públicos para ordenar su política de vivienda como un condicionamiento impuesto por la vigencia efectiva del principio de igualdad real. La legislación ordinaria y la acción administrativa deberán modular en cada caso, y en atención a los distintos niveles de actuación, las exigencias del principio de igualdad en materia de vivienda.

84. Junto a los presupuestos anteriormente señalados la Constitución impone la observancia de dos requisitos o parámetros: “digna y adecuada”, por lo que la vivienda debe reunir determinados requisitos objetivos para cumplir su función primordial, permitir o facilitar la habitabilidad, siendo estos requisitos eminentemente técnicos, estando los poderes públicos legitimados para imponerlos dentro de una cierta flexibilidad en aquellas construcciones que se beneficien de auxilios públicos.

85.  Y finalmente, el contenido real y material del “derecho a disfrutar de una vivienda digna y adecuada” ha planteado importantes problemas de interpretación jurídica respecto a su efectivo alcance y extensión, dado que el fin tutelado por el artículo 47 CE no es directamente asegurar universalmente, y desde una perspectiva jurídico-patrimonial, la titularidad en régimen de propiedad, arrendamiento u otro título legítimo de ocupación de un inmueble destinado a vivienda.

86. El inmueble o bien vivienda es un medio instrumental respecto a la necesidad social o colectiva que la norma constitucional protege, que no es otro que asegurar la satisfacción de la necesidad de alojamiento o habitación.

87. Obviamente, para la satisfacción de esta necesidad será preciso la disponibilidad de un número suficiente de unidades de vivienda, pero el contenido del derecho previsto en el artículo 47 CE no es propiamente la pretensión a la obtención de una de estas unidades, sino que los poderes públicos aseguren a los ciudadanos la posibilidad de acceder al disfrute del bien vivienda en función de sus rentas y de su derecho a la libertad de residencia y domicilio. 

88. Para la consecución de este objetivo, los poderes públicos se verán precisados a articular una serie de prestaciones administrativas en materia de vivienda, prestaciones que constituyen el auténtico contenido y razón de ser del art. 47 CE, como ha señalado la doctrina, que deben ir dirigidas a facilitar la disponibilidad de suelo: financiación de la construcción de determinado tipo de viviendas de interés social, otorgamiento de ayudas personales para acceso a la vivienda en propiedad o arrendamiento, facilitación de préstamos y, eventualmente, constitución de un patrimonio público de viviendas para satisfacer directamente, en propiedad, arrendamiento o disfrute administrativo, a determinados usuarios.

VIII. Examen del contenido del proyecto.
89. Como ha quedado expuesto con anterioridad, la presente iniciativa reglamentaria se dicta en ejercicio de la competencia exclusiva que corresponde a la CAPV en materia de vivienda, conforme a lo previsto en el artículo 10.31 del Estatuto de Autonomía.

90. Hasta la fecha, el régimen jurídico de las viviendas de protección pública en el ámbito de la Comunidad Autónoma se ha venido vinculando a los Decretos que establecían el sistema de financiación cualificada a la vivienda con protección oficial para cada Plan de Vivienda. Circunstancia que se constata en la norma objeto de consulta al ir precedida, tal y como se señala en la parte expositiva, de la aprobación del nuevo Plan Director de Vivienda 2006-2009.

91. En el momento actual, a la citada justificación se une la necesidad de renovar la actual normativa en materia de vivienda de protección oficial a efectos de su adaptación a la LSU. 

92. Para ello, el Decreto analizado, partiendo del marco normativo actualmente vigente y manteniendo muchos de los contenidos del Decreto 315/2002, de 30 de diciembre en los mismos términos, pretende determinar el régimen jurídico de las actuaciones de promoción, acceso, construcción, uso y aprovechamiento de las viviendas de protección pública, la promoción y construcción de alojamientos dotacionales, así como las medidas financieras en materia de vivienda y suelo, destinadas al fomento y desarrollo de dichas actuaciones en el ámbito de la Comunidad Autónoma.

93. No obstante los objetivos perseguidos, esta Comisión considera que la regulación del régimen jurídico de las viviendas de protección pública y, en especial, de la vivienda de protección oficial –categoría en la cual, en la actualidad, se encuentran incluidas las viviendas de protección de régimen general, las viviendas de protección de régimen especial o viviendas sociales y las de régimen tasado de regulación autonómica- aconsejaría una regulación más completa de la materia en la que se incluyeran aspectos tan importantes como el concepto y las clases de las viviendas de protección oficial, los elementos esenciales que las definan –como el establecimiento de una superficie máxima-, los tipos de promoción, el establecimiento del procedimiento de selección del beneficiario y el régimen de acceso a las viviendas.

94. Aunque dichos aspectos se contenían en las disposiciones anteriores, en el proyecto examinado se remiten a su posterior desarrollo reglamentario mediante Orden del Consejero de Vivienda y Asuntos Sociales, sin establecer en la mayoría de los casos los criterios o límites que deberá tener en cuenta para su desarrollo.

95. En cuanto al contenido del articulado analizaremos aquellos aspectos que, a juicio de la Comisión, pueden plantear problemas de orden jurídico por contravenir las normas del ordenamiento jurídico aplicable.

96. En relación con el artículo 9, apartado 2º, en el que se establece la posibilidad de descalificar viviendas de protección oficial destinadas a realojos, a petición de las personas realojadas o sus causahabientes, una vez transcurridos 20 años a contar desde la fecha de su calificación, debemos señalar que el establecimiento de un plazo mínimo de 20 años para su descalificación puede vulnerar los derechos de aquellos titulares de viviendas que, debiendo ser desalojados, no están sujetos a limitación alguna, dado que la LSU en su disposición adicional segunda establece la obligación de entregar la vivienda en el mismo régimen de tenencia con que el afectado ocupaba la vivienda que constituía su residencia habitual. Por lo que se sugiere la revisión de su contenido, así como su posible reubicación en el capítulo VI “actuaciones en materia de suelo”.

97. Con relación al requisito de carencia de vivienda establecido en el apartado 3º del artículo 15 y apartado 1º del artículo 16, esta Comisión entiende que en todo caso no debe considerarse incumplido el requisito en aquellos supuestos en los que siendo cotitular de una vivienda en propiedad, nuda propiedad, derecho de superficie o usufructo no le sea posible al titular destinarla a su residencia habitual.

98. El artículo 23, “cesión de las viviendas de protección pública y necesaria autorización”, establece la posibilidad de ceder temporalmente las viviendas en arrendamiento o en precario cuando por las razones previstas en el mismo no puedan ser utilizadas por su titular, salvo cuando dichas razones sean permanentes en cuyo caso establece en su apartado 4º que “el titular procederá a la venta de dicha vivienda si no le es posible utilizarla como domicilio habitual”.

99. Previsión que en términos similares contempla el artículo 26 al establecer que “el titular de una vivienda de protección pública que adquiera con posterioridad una vivienda libre, deberá ofrecer en venta la vivienda de protección pública a favor de la administración autonómica en un plazo máximo de tres meses”, permitiendo en ese supuesto que la Administración acuerde la expropiación de la vivienda.

100. Las citadas previsiones y obligaciones que el proyecto viene a imponer a los beneficiarios de una vivienda de protección pública carecen de habilitación legal, por lo que deberán ser objeto de reconsideración.

101. Debemos señalar al respecto que, de conformidad con lo dispuesto en la disposición adicional cuarta de la LSU, las dos únicas causas que legitiman la expropiación, que no la obligación de venta por sus titulares de las viviendas sometidas a algún régimen de protección publica, son: (i) la falta de uso residencial de la vivienda por más de un año ininterrumpido o (ii) la utilización de la misma para fines distintos del de domicilio del titular sin contar con la previa y preceptiva autorización del Departamento del Gobierno Vasco, competente en materia de vivienda, o del Ayuntamiento, según corresponda.

102. Siendo las anteriormente mencionadas las únicas causas expropiatorias que pueden contemplarse en el Decreto, y en tanto no se establezca la obligación de vender prevista en los artículos 23.4 y 26 en norma con rango de ley, deberán suprimirse las referidas previsiones del proyecto así como la obligación de su inclusión en los Anexos de los contratos (apartado 6º del Anexo I y apartados 6 y 8 del Anexo II). 
103. Sin perjuicio de lo anterior, un planteamiento válido podría ser que la norma estableciera la obligación de la Administración de comprar la vivienda de protección pública cuando su propietario se la ofrezca voluntariamente en los supuestos en que no pueda o no prevea, por los motivos previstos en dichos preceptos, destinarla a domicilio habitual y permanente.
104. La segunda observación a realizar en relación con el artículo 23 está relacionada con el sentido del silencio, y la previsión que del mismo se establece en la Ley 30/1992, de 26 de noviembre, modificada por la Ley 4/1999, de 13 de enero.

105. Confrontando la regulación que del sentido del silencio establece el proyecto (silencio negativo) en el artículo 23, apartado 7 –en el que viene a establecerse que tendrá efectos desestimatorios la falta de autorización expresa, transcurridos tres meses desde la presentación de la solicitud, para ceder en arrendamiento o en precario las viviendas de protección pública que hayan sido adjudicadas en propiedad o en derecho de superficie- y en el último párrafo del apartado 8 –cuando establece que tendrá efectos desestimatorios la falta de autorización expresa para subrogarse en la posición del deudor, frente a la administración y a efectos de posibilitar la adquisición de la vivienda de protección oficial por el solicitante de la subrogación- con la que prevé el artículo 43 de la Ley 30/1992, podemos constatar que no respeta la normativa existente en esta materia dado que en un procedimiento a instancia de parte no podría existir silencio negativo, ya que un cambio de la regla general establecida en dicha Ley (silencio positivo) exigiría una previsión expresa en una norma con rango de ley o que así viniese previsto en la normativa comunitaria, y no como en el supuesto que nos ocupa a través de una norma de rango reglamentario.

106. Respecto al artículo 32, se sugiere la revisión de su apartado 3, en el que únicamente se establece la posibilidad de adjudicar directamente promociones concertadas a las sociedades cooperativas, a efectos de su adaptación a lo dispuesto en el artículo 117 LSU, en el que se establece la posibilidad de enajenar bienes integrados en los Patrimonios Públicos del Suelo directamente a entidades de carácter asistencial o social sin ánimo de lucro, tales como fundaciones, mutualidades, cooperativas y otras que promuevan la construcción de viviendas sometidas a algún régimen de protección pública.

107. Igualmente debemos señalar que, en estos supuestos, la adjudicación directa debe ser otorgada por el Consejo de Gobierno, a efectos de dar cumplimiento a lo dispuesto en el artículo 49 del Texto Refundido de la Ley de Principios Ordenadores de la Hacienda General del País Vasco, aprobado por Decreto Legislativo 1/1997, la concesión de las subvenciones previstas en el precepto.

108. El artículo 35 del proyecto ha sido objeto de observaciones por la Oficina de Control Económico, observaciones que esta Comisión comparte en la medida que posibilita la adjudicación directa de los beneficios de una promoción concertada de viviendas de protección pública a favor de sociedades del sector público en cuyo capital social participe de modo mayoritario la Administración de la CAPV (como se indica en el citado informe “en la práctica se viene efectuando a favor de VISESA”), siendo la adjudicación contraria a los principios establecidos por el Derecho comunitarios en materia de contratación pública.

109. Según la jurisprudencia del Tribunal de Justicia de la Unión Europea, y determinada la condición de contrato de servicios de las promociones adjudicadas a VISESA, para que las mismas puedan ser adjudicadas a la citada sociedad sin necesidad de celebrar un procedimiento previo y público es preciso que la actividad se preste esencialmente para la entidad matriz y que la Administración ostente sobre la sociedad un control análogo al que tiene sobre sus propios servicios.

110. Si bien el primer requisito no platea problemas, nos encontramos que respecto del segundo ha sido la reciente Ley 30/2007, de 30 de octubre, de Contratos del Sector Público, que entrará en vigor el próximo 1 de mayo de 2008, la que viene a determinar qué debemos entender por control análogo al que tiene sobre sus propios servicios, al exigir que para que una sociedad pueda ser considerada como medio propio de aquellos poderes adjudicatarios para los que realice la parte esencial de su actividad la totalidad de su capital tendrá que ser público (artículo 24.6, en relación con lo dispuesto en el art. 4.n) de la citada norma).

111. Los artículos 36 al 40 del proyecto regulan el derecho de realojo en aquellos supuestos en los que es la Administración de la CAPV la obligada a materializar el referido derecho, por lo que se erigen en desarrollo reglamentario de lo dispuesto en la disposición adicional segunda de la LSU.

112. Como reiteradamente viene señalando la Comisión, en el examen que le corresponde sobre los proyectos de reglamento ejecutivo debe atender con prioridad a las reglas que rigen la relación del reglamento con la Ley (art. 9.3 CE), esto es, que aquel constituya un complemento necesario de ésta, a fin de hacer eficaz su contenido y permitir el adecuado cumplimiento de sus principios y mandatos. Por ello, debemos llamar la atención sobre las contradicciones y excesos entre dichos preceptos y la Ley de la que trae causa, a efectos de que se proceda a su revisión.

113. La Comisión constata, tras la lectura del Decreto, que el mismo establece límites al derecho de realojo que contradicen lo dispuesto en la disposición adicional segunda de la LSU, cuando el artículo 36 establece en su apartado 2º que “el acceso a la vivienda de realojo, podrá ser diferido en el tiempo, de acuerdo con las circunstancias y características que se determinen mediante Orden del Consejero, realizándose la entrega del inmueble en un primer momento en precario”, o en el apartado 1º del artículo 37 al señalar que “podrán optar al realojo aquellas personas que sean ocupantes legales de las viviendas afectadas, y que además tengan su efectiva residencia en las mismas, durante al menos los dos años anteriores al levantamiento bien del acta previa a la ocupación, bien del título que habilite a la ocupación de la finca”.

114. Igualmente se aprecia contradicción cuando el mismo artículo 37 afirma en su apartado 4 que “todos los miembros de la unidad convivencial habrán de carecer de vivienda en propiedad, derecho de superficie, usufructo o nuda propiedad dentro de los dos años inmediatamente anteriores a la fecha del levantamiento del acta de ocupación..”, o en su apartado 5º que “en el supuesto de incumplir el requisito de carencia de vivienda, el realojo consistirá en la oferta en venta o alquiler de una vivienda de protección oficial de régimen tasado, al precio máximo de venta o alquiler permitido con la normativa de aplicación”.

115. Preceptos que vienen a restringir lo dispuesto en la Ley que reconoce el derecho de realojo a los ocupantes legales de viviendas que constituyan su residencia habitual cuando en ejecución de actuaciones urbanísticas se requiera su desalojo, y que lo circunscribe a la puesta a disposición de una vivienda al precio que se establezca expresamente para este tipo de supuestos por la normativa protectora aprobada por el Gobierno Vasco o el ayuntamiento actuante, de superficie adecuada a sus necesidades y en el mismo régimen de tenencia con que el afectado ocupaba la vivienda que constituía su residencia habitual. Realojos que en, todo caso, deberán llevarse a cabo respetando los contenidos recogidos en la LSU.

116. El artículo 46, con el fin de vincular las ayudas al mantenimiento de la vivienda o local durante cierto tiempo, persigue el establecimiento de limitaciones a la disposición. Sin embargo, la forma en que esto se plasma en el proyecto plantea diversas cuestiones jurídicas, dirigidas a mejorar la integración en el ordenamiento y la factibilidad del proyecto.

117. Las disposiciones reglamentarias no son vía adecuada para establecer, directamente ex norma, limitaciones del derecho de propiedad –en términos civiles, derecho real de dominio-. No consta precepto legal que establezca la limitación proyectada. Al menos, no existe para todos los tipos de vivienda a que se pretende alcanzar. Es decir, para el caso de que exista respecto de VPO, no se trataría de una innovación del Decreto, y no sería aplicable a las que no entran en tal categoría, pero sí en el régimen de ayudas.

118. Por lo tanto, la limitación del dominio requiere la voluntad del propietario (adquirente en ese momento) en un instrumento jurídico que él suscribe y al que se somete, bien en documento específico o bien en el emitido para la aceptación de la subvención, por ejemplo.

119. Dicho instrumento jurídico es el que deberá acceder al Registro de la Propiedad para que sea oponible a terceros (artículo 13 de la Ley Hipotecaria). El proyecto reconduce la inscripción a la resolución de concesión de la ayuda, pero ello sólo resultará eficaz, según la normativa civil, si tal documento incorpora la limitación del dominio y su aceptación por el propietario. Si se opta por tal flexibilidad (“a la vista de dicho documento administrativo” dice el proyecto), debe señalarse en la disposición proyectada que tal constancia es requisito de la limitación.

120. El reconocimiento de la ayuda debe condicionarse a la inscripción efectiva, no bastando la mera presentación en el Registro, acto que permite su retirada, máxime si quien lo presenta debe ser, según el propio proyecto, el propietario que ha de soportar la limitación.

121. La actualización de las ayudas a devolver carece de explicación y fundamento como algo distinto del interés legal, según se expresa el texto proyectado, debiendo ser proporcional con la ayuda recibida.

122. La reversión (término más técnico que el de devolución) de las ayudas debe proceder siempre que se proceda a la enajenación prohibida, en el caso de no haberlo impedido la inscripción registral, bien porque la misma no hubiese resultado eficaz o bien porque la transmisión se produzca fuera del Registro, lo cual es posible dado el carácter voluntario que el mismo tiene en nuestro sistema de transmisión de la propiedad.

123. Se sugiere la revisión de la redacción dada a la disposición adicional segunda, ya que su actual redacción no garantiza el ejercicio del derecho de tanteo y retracto por parte de la Administración de la CAPV, al corresponder de conformidad con lo dispuesto en la LSU a la Administración municipal actuante y subsidiariamente a la Administración autonómica.

124. Por ello, y teniendo en cuenta que para el ejercicio del derecho de tanteo es necesaria la previa comunicación de la voluntad de trasmitir la vivienda, se deberá establecer la obligación de los Ayuntamientos de comunicar a la Administración de la CAPV en un plazo muy breve desde que tiene conocimiento de la transmisión, su voluntad de no ejercitar el citado derecho a efectos de permitir su ejercicio por la Administración autonómica, en los plazos legalmente previstos.

125. La disposición transitoria segunda realiza diversas previsiones sobre el plazo de duración del régimen de las viviendas de protección oficial y, si bien en el expediente no se aporta información del plazo por el que inicialmente fueron constituidos, si establece la prórroga del régimen de protección oficial hasta la total amortización de las medidas financieras.

126. Debemos señalar al respecto que, en todo caso, dicha previsión no podrá suponer un plazo de calificación de las viviendas de protección oficial superior al que ya tenía la correspondiente vivienda originariamente. Y ello debido a que el derecho a que el plazo no se extienda más allá del régimen en que se adquirió la vivienda debe considerarse una situación consolidada que de ser modificada por un régimen posterior supondría una vulneración de los límites a la retroactividad de las normas derivados del art. 9.3 CE.

127. Finalmente, debe indicarse la necesidad de que en los Anexos I y II del Decreto se incluya una referencia a la sujeción de las transmisiones de viviendas a las prohibiciones y limitaciones derivadas del régimen de viviendas de protección oficial del Real Decreto–Ley 31/1978, y demás disposiciones que lo desarrollen, disposiciones que regulan aspectos no recogidos en la normativa autonómica.

A) Técnica Normativa:
128. Siguiendo el contenido del Acuerdo de Consejo de Gobierno de 23 de marzo de 1993, por el que se aprueban las directrices para la elaboración de Proyectos de Ley, Decretos, Órdenes y Resoluciones, publicado por Orden de 6 de abril de 1993, del Consejero de Presidencia, Régimen jurídico y Desarrollo Autonómico, que continúa vigente a tenor de lo establecido por la disposición adicional tercera de la LPEDG, debemos realizar observaciones en aras a mejorar la calidad normativa del texto.

129. Se debe proceder a revisar la parte de la exposición de motivos que hace referencia a las actuaciones en materia de suelo (derecho de realojo), a efectos de adecuar la misma a los contenidos del Decreto.

130. Se debe hacer constar en la parte expositiva de la norma la realización de los trámites previstos en los artículos 19 a 22 de la Ley 4/2005, que prevé la Directriz Tercera aprobada por el Consejo de Gobierno en su sesión de 13 de febrero de 2007. Este mandato puede materializarse, o bien en una referencia concreta a la emisión del Informe de Impacto en Función del Género, o bien en una alusión genérica a que han sido emitidos los informes preceptivos correspondientes.

131. Con relación al artículo 1 –objeto y ámbito de aplicación- y teniendo en cuenta que la definición o concreción del objeto de la norma es un elemento esencial de la misma cuya claridad y precisión debe colegirse sin mayor esfuerzo, lo que no sucede en los apartados 2º y 3º del artículo 1 del Decreto, se propone una redefinición de ambos apartados, acotando su contenido a las actuaciones objeto de regulación.

132. El artículo 2, en su apartado 1º, establece que tendrán la consideración de viviendas de protección pública aquellas a las que se refiere la disposición adicional 8ª de la Ley 2/2006, de 30 de junio, de Suelo y Urbanismo de la Comunidad Autónoma.

133. En relación con el contenido de este apartado 1º, en el que se realiza una remisión a lo dispuesto en la disposición adicional 8ª de la LSU, consideramos oportuno señalar que, si bien con carácter general, la Comisión ha considerado inconveniente la reproducción normativa y ha alertado sobre los riesgos que conlleva la reiteración o reproducción de normas por el normardor reglamentario, la misma es posible cuando se trata de dar coherencia y sistematicidad, y siempre que en su conjunto proporcione una regulación completa y acabada.

134. Pues bien, en la medida que el proyecto pretende establecer un nuevo marco regulador de las viviendas de protección pública, teniendo la consideración de tales, además de las viviendas tasadas municipales y otras que la legislación específica pueda desarrollar, las viviendas de protección oficial que son las únicas que estrictamente existían y eran objeto de regulación hasta el momento (tipología que en la actualidad incluye a la vivienda de protección de régimen general, a la vivienda de protección de régimen especial o viviendas sociales y a las de régimen tasado autonómico), se considera oportuno incluir las diferentes tipologías y clases de viviendas de protección pública por coherencia interna de la norma.

135. Se evitaría así la remisión a otras normas que dificultan o impiden su comprensión, o las repetidas remisiones que se efectúan en el texto, como ocurre con la previsión contenida en el artículo 8.1.c).

136.  Se propone la reubicación del contenido del párrafo 3, apartado 3º, del artículo 4, en el artículo 15 del proyecto, al establecer un requisito de acceso a la vivienda de protección pública para los que ya se encuentran ocupando una vivienda de protección pública en arrendamiento. 

137.  En el artículo 7.6.b) se establece dos veces la preposición “de”, por lo que deberá corregirse. 

138. El apartado 3º del artículo 15 contempla un supuesto que no guarda relación con los requisitos que deben cumplirse para acceder a cualquier vivienda de protección pública, considerándose más correcta su ubicación en el artículo 24 –visado de los contratos-.

139. Se sugiere la revisión del apartado 4 del artículo 17 en el siguiente sentido: “En todos los supuestos será requisito necesario, junto con el empadronamiento, el de residencia efectiva, entendiendo a estos efectos como residencia efectiva el de domicilio habitual y permanente en los términos previstos en el artículo 2.2 del Decreto”.

140. Se sugiere incluir el párrafo 8 del artículo 23 en un artículo independiente, dado que a diferencia de los apartados anteriores, en los que se hace referencia a cesiones temporales de viviendas de protección pública, en éste se recoge un supuesto de enajenación de viviendas de protección oficial de régimen especial de promoción pública del Departamento de Vivienda, en segundas o posteriores transmisiones.

141. El epígrafe del apartado b) del artículo 32.3 se intitula “Criterios de calidad. Condiciones económicas”, lo que no se corresponde con su contenido que únicamente enumera condiciones económicas. Debe, por tanto, corregirse.
142. Se sugiere que las referencias que en los artículo 33 y 34 del proyecto se efectúan a concretos artículos de determinadas disposiciones reguladoras de la contratación de las administraciones públicas se sustituyan por referencias más genéricas, tal y como se efectúa en el apartado 1 del artículo 32, ya que no podemos dejar de señalar que la Ley 30/2007, de 30 de octubre, de Contratos del Sector Público, cuya entrada en vigor esta prevista para el próximo 1 de mayo de 2008, deroga el actual Texto Refundido de la Ley de Contratos de las Administraciones Públicas, aprobado por Real Decreto Legislativo 2/2000, de 16 de junio.

143. Debe corregirse la numeración del capítulo correspondiente a las actuaciones en materia de suelo (derecho de realojo).

144. El artículo 37.4 se remite a la Orden de necesidades de vivienda, pero lo hace de un modo incorrecto por lo que se deberá indicar “en la Orden sobre circunstancias de necesidades de vivienda”

145. En relación con el artículo 43, en el que se contempla la concesión de préstamos cualificados, se establece como requisito que los mismos sean concedidos por establecimientos de crédito que hayan suscrito Convenio de Colaboración Financiera con la Administración CAPV. Sin embargo, el Decreto no establece los requisitos que van a exigirse para la suscripción de los citados convenios y qué obligaciones podrá suponer tal suscripción.

146. El artículo 45.5 establece el criterio de preferencia por orden de solicitud. La gravedad de tal opción se expresa con rotundidad en el proyecto al señalar que se suspende “la eficacia de esta norma en lo relativo a concesión de nuevas ayudas”. Es decir, no se establece ningún tipo de prelación basada en circunstancias subjetivas u objetivas de los solicitantes o de su vivienda, sino que se concluye en virtud del momento de la mera presentación de solicitudes. Y ello, sin que el proyecto señale con claridad el derecho a optar a las ayudas tras la reanudación de las mismas, una vez obtenido crédito adecuado y suficiente, por ejemplo por cambio de ejercicio presupuestario. Tal criterio de selección podría resultar discriminatorio de solicitantes en circunstancias objetivas y subjetivas idénticas a quienes sí obtienen ayudas.

147. Con relación al artículo 46.4, debemos recordar que “ordenar el pago” es una competencia de Finanzas (Ley de Finanzas y Decreto de Tesorería). Lo que corresponde al Departamento es el reconocimiento del derecho, pudiendo extinguirse la obligación de la Administración mediante los vehículos distintos del pago, como la compensación, etc.
148. Se sugiere la revisión de la redacción dada a la disposición adicional primera, en la que se contempla la posible descalificación de las viviendas en los supuestos en los que hubieren sido otorgadas para la adquisición de vivienda libre o para actuaciones protegidas de rehabilitación, al establecer la obligación de reintegro por su propietario actual o por cualquier anterior propietario, obligación que únicamente puede corresponder a beneficiario de la subvención. Y respecto al importe consideramos que debe establecerse el mismo criterio que el que se adopte en el artículo 46 del proyecto.

149. Y con relación a la disposición final segunda debe señalarse la entrada en vigor de una forma correcta gramaticalmente, afirmándose que tendrá lugar “el día siguiente al de su publicación”

CONCLUSIÓN 

La Comisión dictamina favorablemente el proyecto de decreto de referencia, con excepción de lo señalado en relación con los artículos 23.4, 26, 23.7 y 8, 32 y 36 al 40, y con las observaciones contenidas en el texto del Dictamen.
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